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			PRESENTACIÓN

			La obra que el lector tiene en sus manos es un manual docente para alumnos que cursen estudios jurídicos de Grado, y su finalidad es transmitirles un contenido mínimo indispensable de una parte fundamental de nuestra rama de conocimiento incluida en las guías docentes de las asignaturas, pero no siempre impartida por razones, principalmente, del escaso tiempo disponible: los procedimientos y la revisión de los actos tributarios (primera y segunda parte, respectivamente, del libro).

			El sumario de la obra se corresponde, en la actualidad, con asignaturas tanto obligatorias como optativas de los planes de estudio de las facultades de Derecho de España, gozando, cada vez más, de una mayor notoriedad y peso en las programaciones docentes; consecuencia lógica habida cuenta de la relevancia práctica en el sistema de relaciones entre las Administraciones tributarias y los contribuyentes.

			Ese contenido mínimo que mencionamos, además, se estructura de una forma clara y homogénea: todos los temas se componen de un texto de un máximo de diez páginas, seguidos de actividades diversas, casos prácticos y un cuestionario tipo test, que ayudan a una mejor comprensión. En sintonía con lo que se viene demandando por parte del estudiantado y alineado a su vez con la esencia del Espacio Europeo de Educación Superior.

			En realidad, este Manual de Procedimientos Tributarios Aplicados es una novación del Manual de procedimientos y revisión de actos tributarios, publicado en 2021, que aprovechando las diversas modificaciones legislativas se ha actualizado completamente. Hace dos años decíamos —y lo mantenemos en la actualidad— que la filosofía que dio origen a este libro respondía a la inquietud de dos jóvenes profesores complutenses, madrileños de adopción, provenientes de Alicante y Málaga, que coincidieron fruto del azar en el (extinto) despacho 335-B del Edificio Departamentos de la Facultad de Derecho. Entre tantas horas de trabajo compartido —y un confinamiento mediante—, nos atrapó la idea de ofrecer a nuestro alumnado una sencilla y didáctica guía que les ayudase en esa ardua labor de comprensión del fenómeno tributario. Pero estas páginas también obedecen a la necesidad de otorgar la importancia que merece a un contenido tan complejo como el que se aborda.

			Oportunidad que, dicho sea de paso, se nos presentó gracias a la generosidad y amabilidad de la Editorial Tecnos, a la que reconocemos su buen hacer y disposición permanente, también en esta nueva edición.

			Es un profundo privilegio para cualquier profesor universitario elaborar un manual cuyos receptores sean nuestros alumnos, que día a día vemos evolucionar en las aulas, ávidos de conocimientos y entusiasmo, pero también demandantes de una docencia cada vez más práctica y dinámica. Al mismo tiempo, es una de las mayores responsabilidades que se pueden asumir. Por eso, sentimos un profundo respeto y somos deudores de todos nuestros maestros y compañeros de los que nos hemos nutrido a lo largo de los años, ya que, de una forma u otra, su impronta se deja notar en esta obra. Como decía Ramón y Cajal, en su célebre obra Reglas y consejos sobre investigación científica: «[…] solo se aprende conviviendo con los grandes investigadores, respirando esa atmósfera tónica de sano escepticismo, de sugestión directa, de imitación y de impulsión sin las cuales las mejores aptitudes se petrifican en la rutinaria labor del repetidor o comentarista».

			Madrid-Malaga, a 7 de julio de 2023

			Bernardo D. OLIVARES OLIVARES

			Guillermo SÁNCHEZ-ARCHIDONA HIDALGO
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			LECCIÓN I

			INTRODUCCIÓN A LOS PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS

			La aplicación de los tributos comprende el conjunto de actuaciones de la Administración dirigidas a asegurar el cumplimiento de la obligación tributaria. Concretamente recoge todas las actividades administrativas dirigidas a: (i) la información y asistencia a los obligados tributarios; (ii) la gestión, inspección y recaudación de los tributos; y (iii) las actuaciones de los obligados en el ejercicio de sus derechos o en cumplimiento de sus obligaciones tributarias.

			En esta primera parte del Manual nos centraremos en el análisis de los principales procedimientos de gestión, el procedimiento de inspección y de recaudación.

			La normativa tributaria también enmarca dentro del concepto «aplicación de los tributos» aquellas actividades administrativas y actuaciones de los obligados antes señaladas, que se realicen en el marco de la asistencia mutua.

			Es preciso recordar que, el ejercicio de la potestad sancionadora queda al margen del concepto y ámbito de la aplicación de los tributos. La sanción no forma parte de la deuda tributaria. Sin embargo, trataremos el régimen jurídico de las infracciones y sanciones en la última lección de esta primera parte, con el objeto de dar una visión global del fenómeno de los tributos y las posibles consecuencias ante el incumplimiento de las obligaciones tributarias.

			Este tema introductorio tiene por objeto adentrar al estudiante en las nociones de las fuentes que rigen la actuación de la Administración tributaria, el análisis de la estructura de los procedimientos y el papel que tiene tanto la caducidad, como la prescripción tributaria en el marco de su actuación.

			1. FUENTES DE LA REGULACIÓN DE LAS ACTUACIONES Y PROCEDIMIENTOS DE APLICACIÓN DE LOS TRIBUTOS

			El estudio sobre el fenómeno de la aplicación de los tributos exige conocer, en primer lugar, el sistema de fuentes que regula las actuaciones de la Administración tributaria y los procedimientos de aplicación de los tributos.

			En este sentido, se rigen con carácter preferente por las normas especiales establecidas en la propia LGT, artículos 83 y ss. y la normativa reglamentaria dictada en su desarrollo (principalmente el RGAT), así como por las normas procedimentales recogidas en otras leyes tributarias y en su normativa reglamentaria de desarrollo.

			En el resto de los casos, serán aplicables las disposiciones generales sobre los procedimientos administrativos [Disp. Adic. 1.ª.2.a) de la LPAC.]

			Por ello, la LGT dedica un capítulo a las normas comunes sobre actuaciones y procedimientos tributarios y opera como un régimen general específico, desplazando la aplicación de la regulación general de la LPAC (arts. 97 y ss. de la LGT).

			Dicho capítulo se desarrolla por el RGAT (arts. 59 y ss.) que opera como regulación común en el marco de aplicación de los procedimientos tributarios. Sin embargo, esta norma puede ser excepcionada. Por ejemplo, la propia LGT prima sobre el RGAT cuando establece los efectos del incumplimiento si transcurre el plazo máximo de duración del procedimiento inspector (art. 150.6 de la LGT).

			En consecuencia, en cuanto a la regulación de los procedimientos de gestión, inspección o recaudación hay que atender, en primer término, a la regulación específica contenida en la LGT y a la normativa reglamentaria de desarrollo, el RGAT y el RGR.

			2. ESTRUCTURA DE LOS PROCEDIMIENTOS

			Cuando la LGT estructura los procedimientos tributarios no concreta todos los trámites como fases de un determinado procedimiento, sino como actuaciones que pueden darse o no en cada caso. Por ello, como veremos en posteriores temas, la casuística hace que cada procedimiento deba estudiarse por separado.

			A pesar de ello, la normativa permite sistematizar los aspectos comunes de los procedimientos. Para su explicación, hemos decido dividir la estructura de los procedimientos: iniciación, desarrollo y terminación:

			a)Iniciación. Las actuaciones y procedimientos tributarios podrán iniciarse de oficio o a instancia del obligado tributario, mediante autoliquidación, declaración, comunicación, solicitud o cualquier otro medio previsto en la normativa tributaria.

			b)Desarrollo. Abarca las actuaciones y procedimientos tributarios, la Administración facilitará en todo momento a los obligados tributarios el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones. En esta fase son fundamentales el trámite de audiencia (puesta de manifiesto del expediente) y el derecho a formular alegaciones y presentar las pruebas pertinentes en defensa de los derechos que correspondan al obligado tributario.

			c)Terminación. Pondrán fin a los procedimientos tributarios: la resolución, el desistimiento, la renuncia al derecho, la imposibilidad de continuar por causas sobrevenidas, la caducidad, el cumplimiento de la obligación que hubiera motivado el procedimiento o cualquier otra causa prevista en el ordenamiento tributario.

			2.1. EL INICIO

			En cuanto al inicio, la Ley recoge la dualidad entre iniciación de oficio o iniciación a instancia del obligado tributario, especificando en este último caso que esta puede realizarse mediante autoliquidación, declaración, comunicación, solicitud o cualquier otro medio previsto en la normativa tributaria.

			Esta regulación opera como marco general, dependerá de la clase de procedimiento de que se trate y de la concreta situación jurídica en que se encuentre el obligado tributario respecto al objeto de comprobación. Es decir, no todos los procedimientos pueden iniciarse de oficio o a instancia de parte como una alternativa que siempre concurre. Al contrario, es la excepción.

			La existencia de una petición del administrado no es suficiente en todos los casos para que el procedimiento se inicie (a instancia del interesado). No obstante, la consideración del derecho de petición como un derecho fundamental hace en todo caso obligada la respuesta. Las solicitudes formuladas por los interesados constituyen a la Administración en la obligación de dictar resolución expresa aceptando o denegando dicha petición motivadamente (arts. 103 de la LGT, y 21 de la LPAC).

			Como estudiaremos más adelante, todos los procedimientos que gozan de una finalidad de control (verificación de datos, comprobación limitada, comprobación de valores e inspección) solo pueden iniciarse de oficio.

			Ni la LPAC ni la LGT exigen expresamente que el acuerdo de iniciación de oficio sea motivado, aunque la obligación de motivar los actos de la Administración y expresar las razones determinantes de la decisión es un deber que ha de cumplirse.

			El principal efecto del inicio del procedimiento, junto a la posible interrupción del plazo de prescripción tributaria, es que sirve para determinar el cómputo del plazo máximo para resolver.

			En los procedimientos iniciados de oficio, se fija dicho día de comienzo de cómputo en la fecha de notificación que contiene el acuerdo de inicio (que puede o no contener a su vez una propuesta de liquidación o de valoración según el procedimiento tributario). Como indicábamos, esta fecha también sirve para determinar la interrupción de los plazos de prescripción que puedan verse afectados (siempre que el contenido del acto se realice con la exigencia de conocimiento formal del interesado).

			En los procedimientos iniciados a instancia de parte, el procedimiento se entiende iniciado a todos los efectos desde la fecha de presentación de la instancia del interesado. Este momento permite iniciar el cómputo de los plazos máximos de duración de los procedimientos y determina la interrupción de los plazos de prescripción que puedan correr en contra del interesado (por ejemplo, cuando se trate de la solicitud de devoluciones de carácter tributario).

			Dentro de la iniciación de un procedimiento a instancia del interesado la normativa reconoce la posibilidad de que se inicie mediante: (i) declaración tributaria; (ii) autoliquidación; y (iii) comunicación de datos (art. 98.3 de la LGT; arts. 87, 88.7, 89 y 117 del RGAT). Analizaremos cada una de estas modalidades de inicio cuando nos adentremos en el estudio de los procedimientos de gestión tributaria.

			2.2. EL DESARROLLO

			Una vez iniciado el procedimiento, la Administración está obligada con carácter general a impulsarlo de oficio (art. 71 de la LPAC). En concreto, a desarrollar de oficio o a petición del interesado los actos de instrucción adecuados para la determinación, conocimiento y comprobación de los datos (art. 75 de la LPAC). La Administración tributaria dispone de libertad para determinar qué actos de instrucción son adecuados en cada procedimiento (dentro del margen que permite la normativa). La LGT y la LPAC se limitan a precisar la estructura de los más habituales: alegaciones, informes, prueba y trámite de audiencia.

			Por alegaciones se entiende la actividad de aportar al procedimiento aquellos datos necesarios para la resolución de su objeto (art. 96 del RGAT). En cuanto al plazo de su presentación (arts. 34.1.l y 99.8 de la LGT, y 96 del RGAT), con carácter general, dada la naturaleza de las alegaciones, no existe un momento específico, debiendo producirse antes del trámite de audiencia (en el que se pone de relieve el expediente) o antes de la redacción de la propuesta de resolución.

			A pesar de lo que acabamos de comentar, la regulación de los procedimientos de gestión o el procedimiento de inspección establece plazo específico para plantear alegaciones. El trámite de alegaciones no puede tener una duración inferior a 10 días, ni superior a 15.

			El trámite de audiencia y vista del expediente (arts. 99.8 LGT, y 96 RGAT), consiste en mostrar al obligado tributario el expediente, incluyendo todas las actuaciones realizadas, los elementos de prueba que emplea la Administración tributaria y los informes emitidos por otros órganos. También deben incorporarse al expediente, los documentos que los obligados tributarios hayan presentado a lo largo del procedimiento.

			Aunque analizaremos la prueba en profundidad en el siguiente tema, es preciso indicar ahora que el principio de oficialidad obliga a la Administración a admitir las pruebas propuestas y aportadas (haciéndolo constar en diligencia) y a desarrollar la actividad probatoria de oficio siempre que exista contradicción sobre los hechos (necesidad de comprobar la veracidad de la prueba).

			Es importante destacar que, inadmitir de facto las pruebas aportadas al procedimiento por el obligado tributario, puede determinar la nulidad de la resolución. Siempre que esa decisión administrativa produzca indefensión. Sin embargo, también es preciso advertir que la Administración puede denegar la práctica de la prueba de manera motivada cuando entienda y justifique su innecesaridad en relación con el objeto del procedimiento.

			Las actuaciones de la Administración tributaria, en los procedimientos de aplicación de los tributos, se documentan en comunicaciones, diligencias e informes (art. 99.7 de la LGT; arts. 97-100 del RGAT).

			Las comunicaciones son los documentos a través de los cuales los órganos de la Administración tributaria se relacionan unilateralmente con cualquier persona en el ejercicio de sus funciones.

			Las diligencias son documentos públicos que extienden los órganos de la Administración tributaria para: (i) hacer constar los hechos que resultan de la apreciación personal del funcionario; (ii) recoger las manifestaciones del obligado tributario o de la persona con la que se entienden las actuaciones, siempre que dichas manifestaciones tengan relevancia tributaria [art. 34.1.q) de la LGT]; (iii) poner hechos o circunstancias en conocimiento del obligado tributario o efectuarle requerimientos, al poder incorporar a las diligencias el contenido propio de las comunicaciones.

			Por último, mediante los informes, el funcionario que los emite efectúa valoraciones (por ejemplo, la valoración de circunstancias fácticas que afecten a la valoración del hecho imponible). Los informes tienen como finalidad que el órgano competente para resolver disponga de todos los elementos de juicio necesarios para dictar una resolución.

			2.3. LA RESOLUCIÓN

			La Administración tributaria debe resolver y notificar en plazo la resolución de los procedimientos tributarios y, en caso de que no lo cumpliera, deberá asumir las consecuencias de su incumplimiento (arts. 103 y 104 de la LGT).

			El plazo máximo para resolver es el fijado por la normativa reguladora del correspondiente procedimiento. Es decir, habrá que estar a lo indicado en la normativa específica que regule dicho procedimiento. Si no se establece nada, el plazo máximo de resolución es de seis meses, que no puede ser ampliado salvo que lo indique una ley o la normativa de la UE (art. 104.1 de la LGT; arts. 102 y ss. del RGAT).

			Un ejemplo de ello es el plazo de duración del procedimiento de inspección, que establece un plazo máximo para la resolución y notificación de dieciocho meses con carácter general o veintisiete en determinados casos (art. 150.1 de la LGT).

			En cuanto a los procedimientos de gestión, la propia LGT determina en cada caso el plazo máximo de duración por remisión, en casi todos los supuestos, a la regla general del plazo de seis meses. Ello sucede, por ejemplo, en el procedimiento iniciado mediante declaración (art. 129.1 de la LGT), el procedimiento de verificación de datos [art. 133.1.d) de la LGT]; el procedimiento de comprobación de valores (art. 134.1 de la LGT), y el procedimiento de comprobación limitada [art. 139.1.b) de la LGT].

			Respecto a las consecuencias del incumplimiento de los plazos máximos de duración de los procedimientos, es preciso destacar que la LGT opera con carácter supletorio remitiendo a su determinación (véase, por ejemplo, el art. 101.4 del RGAT). Por lo tanto, cabe la determinación por vía reglamentaria de un régimen distinto al establecido en la LGT.

			La LGT establece la caducidad como forma anormal de terminación de todos los procedimientos de gestión por incumplimiento del plazo máximo para su resolución y notificación. Se excluye expresamente el procedimiento de inspección que, como hemos indicado, tiene un régimen distinto.

			Respecto al régimen de actos presuntos aplicable, es el previsto con carácter general para todos los procedimientos a falta de regulación reglamentaria. La expresión del régimen de actos presuntos debe entenderse referida al sentido positivo o negativo del silencio administrativo en cada caso.

			El silencio administrativo es una garantía frente a la falta de resolución administrativa. Es una técnica que opera en la actuación administrativa que permite, en caso de inactividad por falta de resolución en procedimientos, imputar a la Administración un acto administrativo presunto (por ejemplo, de concesión ante el ejercicio de un derecho sustantivo, aunque no hubiera resuelto expresamente). Esta ficción tiene jurídicamente la condición de acto, en caso de que las reglas del silencio lo configuren como estimatorio y que, por el contrario, es mera ficción jurídica, si se configura como desestimatorio.

			El silencio positivo preserva la esfera jurídica individual permitiendo el ejercicio y efectividad de ciertos derechos sustantivos (opera como una estimación según la ley, de una previa solicitud). El silencio negativo opera como garantía del derecho procesal de defensa y la vía de recurso que será analizada en la Segunda parte del Manual (al considerarse desestimatorio, se otorga la posibilidad de interponer recurso administrativo o jurisdiccional según proceda).

			En el contexto tributario, el silencio positivo solo puede invocarse cumplidas las condiciones legales en los procedimientos iniciados a instancia de parte. Salvo las formuladas en los procedimientos de ejercicio del derecho de petición y en los de impugnación de actos y disposiciones, en los que el silencio tendrá efecto negativo (desestimatorio). En el resto de los casos, el silencio será negativo y permitirá la interposición del recurso correspondiente.

			Si la Administración tributaria resuelve dentro del plazo establecido no tiene lugar el silencio administrativo. Una de las formas más comunes de resolución de los procedimientos es con la notificación de la liquidación tributaria (art. 102 de la LGT). La liquidación tributaria es el acto resolutorio mediante el cual el órgano competente de la Administración realiza las operaciones de cuantificación necesarias y determina el importe de la deuda tributaria o de la cantidad que, en su caso, resulte a devolver o a compensar.

			Para realizar las operaciones de cuantificación la Administración toma en consideración:

			—Los datos aportados por los contribuyentes.

			—Los datos que obren en poder de la propia Administración.

			A partir de todos estos datos determinará el importe de la deuda tributaria o de la cantidad a compensar o a devolver, aplicando la normativa reguladora del tributo objeto de liquidación.

			Nos encontramos con dos clases de liquidaciones tributarias (art. 101 de la LGT):

			•Las liquidaciones definitivas, son las que surgen del procedimiento inspector cuando durante el mismo se hayan investigado y comprobado la totalidad de los elementos de la obligación tributaria, así como en aquellos casos en los que expresamente la normativa tributaria otorgue ese carácter a las liquidaciones realizadas. Las liquidaciones definitivas impiden que la Administración tributaria pueda volver a comprobar o investigar la obligación objeto de estas (salvo que se encuentren nuevos hechos o circunstancias no examinadas previamente de manera sobrevenida).

			•Las liquidaciones provisionales serán el resto de las liquidaciones. El hecho de que una liquidación sea provisional no quiere decir que pueda revisarse con posterioridad. Las liquidaciones provisionales impiden que puedan volver a revisarse los elementos que se han comprobado, salvo que en un procedimiento posterior se llegasen a descubrir por la Administración tributaria nuevos hechos o nuevas circunstancias que además se deriven de actuaciones distintas de las ya realizadas y especificadas en la primera resolución.

			No debe confundirse la liquidación provisional con la propuesta de liquidación: Tanto en la «liquidación provisional» como en la «propuesta de liquidación» la Administración cuantifica la obligación tributaria y lo hace motivando esa cuantificación. La diferencia está en que:

			—La propuesta de liquidación, es un acto dentro del procedimiento que no le pone fin, sino que informa al obligado tributario para que este pueda formular alegaciones. Normalmente la propuesta de liquidación se notifica al obligado tributario al inicio del procedimiento.

			—La liquidación provisional, como se ha dicho anteriormente, es un acto resolutorio, un acto que finaliza el procedimiento. Lo que el obligado tenga que decir ya no podrá hacerlo en el procedimiento (porque ha terminado), sino que solo podrá hacerlo interponiendo un recurso contra dicho acto resolutorio.

			3. CONCEPTOS BÁSICOS EN LA APLICACIÓN DE LOS TRIBUTOS: CADUCIDAD Y PRESCRIPCIÓN

			3.1. LA CADUCIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS

			La caducidad es una forma de terminación anticipada del procedimiento a causa de su paralización, que puede ser imputable a la Administración como a los interesados. Opera en un plano meramente formal o procedimental, por lo que no debe ser confundida con la prescripción extintiva de las facultades y derechos.

			Los efectos de la caducidad del procedimiento son:

			a)El archivo de las actuaciones sin ulterior trámite (art. 104.5 de la LGT).

			b)La desaparición de los efectos interruptivos sobre los plazos de prescripción de las actuaciones realizadas en los procedimientos caducados (art. 104.5 de la LGT).

			c)No se tendrán en cuenta los requerimientos administrativos de los realizados en los procedimientos caducados, respecto de la aplicación de recargos por regularizaciones extemporáneas (art. 27.1 de la LGT).

			d)El fin del devengo de los intereses de demora por incumplimiento de plazos por parte de la Administración (art. 26.4 de la LGT).

			La LGT especifica el principio de conservación de las actuaciones realizadas en los procedimientos caducados, así como la validez y eficacia de los documentos y otros elementos de prueba obtenidos en ellos. La caducidad dependerá del procedimiento y será analizada en cada uno de ellos. Por ejemplo, se producirá la caducidad en el procedimiento de comprobación de valores por el transcurso de seis meses. En cambio, en el procedimiento de devolución derivado de la normativa de cada obligado tributario, el procedimiento caducará cuando se hubiere producido la paralización del expediente por causa imputable al obligado tributario durante el plazo establecido en la normativa de cada tributo o, en su defecto, el plazo general que indica la LGT.

			Como regla general, salvo desarrollo normativo distinto, cuando el procedimiento se inicie de oficio (será del plazo que tenga la Administración para resolver dicho procedimiento; recordemos que mayoritariamente será de seis meses). En estos casos cuando se produzca la paralización del procedimiento por causa imputable al obligado tributario, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, podrá declarar la caducidad de este (art. 104.4 de la LGT).

			En los procedimientos iniciados a instancia de parte, el vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa producirá los efectos que establezca su normativa reguladora (art. 104.3 de la LGT).

			Por último, recuérdese que existen excepciones, como la examinada anteriormente sobre el procedimiento inspector y que será estudiada en profundidad en la correspondiente lección. También queda excluido el procedimiento de apremio, cuyas actuaciones podrán extenderse hasta el plazo de prescripción del derecho de cobro.

			3.2. LA PRESCRIPCIÓN DE LAS FACULTADES DE LA ADMINISTRACIÓN Y LOS DERECHOS DE LOS OBLIGADOS TRIBUTARIOS

			El pago es la forma normal de extinción de las obligaciones tributarias. Pero existen otros modos de extinción regulados por la LGT en los artículos 66 y ss. La prescripción, puede definirse como la extinción de una facultad o un derecho por el transcurso del tiempo.

			El artículo 66 LGT regula la prescripción, por el transcurso del tiempo (siendo el plazo general de cuatro años, aunque no es el único plazo que prevé la LGT). ¿Qué prescribe?

			(i)El derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liquidación.

			(ii)El derecho de la Administración para exigir el pago de las deudas tributarias liquidadas y autoliquidadas.

			(iii)El derecho (de los obligados tributarios) a solicitar las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, las devoluciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las garantías.

			(iv)El derecho (de los obligados tributarios) a obtener las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, las devoluciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las garantías.

			Como puede observarse, son los dos primeros los que se refieren a la extinción de la deuda tributaria. El fundamento es que, si la Administración no actúa en orden al cobro de una deuda durante un determinado período de tiempo (4 años), dicha obligación queda extinguida, de modo que el ejercicio ulterior de la potestad tributaria no será válido.

			El plazo de prescripción es el mismo para todas las obligaciones susceptibles de extinguirse de esta forma y, como se ha dicho, asciende con carácter general a cuatro años. Salvo para los supuestos previstos en el artículo 66 bis de la LGT, como la comprobación de la compensación de bases o cuotas que será de 10 años en la mayoría de los casos.

			Respecto al cómputo, lo que difiere es el momento a partir del cual comienza el plazo de esos cuatro años.

			—Derecho de la Admón. a liquidar la deuda tributaria  Desde el día siguiente a aquél en que finalice el plazo reglamentario para presentar la correspondiente declaración o autoliquidación.

			—Derecho de la Admón. a exigir el pago de las deudas liquidadas  Desde el día siguiente a aquél en que finalice el plazo de pago en período voluntario.

			—Derecho a solicitar las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, las devoluciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las garantías  Desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo para solicitar la correspondiente devolución derivada de la normativa de cada tributo o, en defecto de plazo, desde el día siguiente a aquel en que dicha devolución pudo solicitarse; desde el día siguiente a aquel en que se realizó el ingreso indebido o desde el día siguiente a la finalización del plazo para presentar la autoliquidación si el ingreso indebido se realizó dentro de dicho plazo; o desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la sentencia o resolución administrativa que declare total o parcialmente improcedente el acto impugnado.

			—Derecho a obtener las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, las devoluciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las garantías  Desde el día siguiente a aquel en que finalicen los plazos establecidos para efectuar las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo o desde el día siguiente a la fecha de notificación del acuerdo donde se reconozca el derecho a percibir la devolución o el reembolso del coste de las garantías.

			El artículo 68 LGT regula los motivos por los que puede ser interrumpido el cómputo del plazo de prescripción. Se contemplan dos supuestos:

			1)La interrupción del derecho de la Administración a liquidar la deuda, así como su derecho a exigir el pago de las deudas liquidadas

			2)La interrupción de los derechos ejercitables por el obligado tributario (solicitar y obtener las devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo, las devoluciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las garantías).

			Por el tema que analizamos, nos interesa el primero de ellos. Los motivos de interrupción son:

			1.Cualquier acción de la Administración, que se realice con conocimiento formal del obligado tributario, conducente al reconocimiento, aseguramiento, comprobación, inspección, regularización y liquidación de todos o parte de los elementos de la obligación tributaria o dirigida, de forma efectiva, a la recaudación de la deuda tributaria.

			Para que un acto de la Administración tributaria interrumpa el cómputo de la prescripción de una determinada obligación, se exige:

			a)Que esté referido a dicha obligación: si una persona tiene varias deudas tributarias pendientes, el acto de la Administración solo interrumpirá la prescripción de aquella con la que esté conectado.

			b)Que el acto guarde relación con los procedimientos de aplicación de los tributos: no es suficiente con emitir una diligencia que no sirva para nada, con la simple finalidad de interrumpir el cómputo de la prescripción.

			c)Que el acto administrativo sea fehacientemente conocido por el obligado tributario. Ello se traduce en la necesidad de que dicho acto sea notificado de conformidad con las normas administrativas y tributarias. Si no se notifica o se notifica sin observar dichas normas, no se producirá la interrupción de la prescripción.

			2. La interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase, así como actuaciones realizadas en el curso de estos, con conocimiento formal del obligado tributario.

			3. La remisión del tanto de culpa a la jurisdicción penal, la presentación de denuncia ante el Ministerio Fiscal o la orden de un órgano jurisdiccional para la paralización del procedimiento administrativo.

			4. Cualquier actuación fehaciente del obligado tributario conducente a la liquidación o autoliquidación de la deuda tributaria o dirigida al pago o extinción de dicha deuda.

			En cuanto a su aplicación y efectos, por lo que atañe a la aplicación, dice el artículo 69.2 LGT:

			«La prescripción se aplicará de oficio, incluso en los casos en que se haya pagado la deuda tributaria, sin necesidad de que la invoque o excepcione el obligado tributario»; en cuanto a los efectos, según el artículo 69.3 de la LGT, «[l]a prescripción ganada extingue la deuda tributaria».

			Además, tal y como se desprende del apartado primero del mismo artículo 69 LGT, cuando haya varios obligados en relación con una misma deuda tributaria, la prescripción ganada beneficia a todos (salvo que se tratara de una obligación mancomunada y solo se reclamara a uno de los obligados la parte proporcional que le corresponde, en cuyo caso la prescripción ganada por uno de ellos no afecta a los otros).

			4. ACTIVIDADES

			ACTIVIDAD 1. CUESTIONARIO PREVIO

			1. ¿Qué es el Derecho Tributario?

			a)El Derecho Tributario es aquella rama que estudia los principios relativos al gasto público y su ejecución.

			b)El Derecho Tributario es aquella rama del Derecho que expone los principios y las normas relativas al establecimiento y recaudación de los tributos y analiza las relaciones jurídicas que de ellos resultan.

			c)El Derecho Tributario es aquella rama del Derecho que expone los principios y las normas relativas solo a la recaudación de los tributos.

			2. ¿Rige la costumbre como fuente del Derecho en el ámbito del Derecho Tributario?

			a)Sí.

			b)Únicamente cuando no existe una ley que regula la situación jurídica.

			c)A veces.

			d)El Derecho no es costumbre relevante en el Derecho Tributario.

			3. ¿Qué es un procedimiento tributario?

			a)El cauce jurídico por el que se relaciona la Administración tributaria y los contribuyentes, con ocasión del ejercicio de las potestades de gestión, inspección y recaudación.

			b)El cauce jurídico a través del que la Administración tributaria se pone en contacto con el obligado tributario por cualquier motivo que le interese.

			c)No existe este concepto en el Derecho Tributario.

			4. El ejercicio de la potestad sancionadora, ¿forma parte de la aplicación de los tributos?

			a)Sí.

			b)No.

			c)Depende del caso.

			d)A veces.

			5. ¿Un procedimiento iniciado de oficio?

			a)Es iniciado a instancia del contribuyente.

			b)Lo inicia la Administración tributaria.

			c)Lo inicia el interesado.

			d)No hace falta que lo inicie la Administración tributaria.

			ACTIVIDAD 2. RELLENE LOS HUECOS EN EL TEXTO CON LA RESPUESTA CORRECTA

			1. Ni la LPAC ni la LGT exigen expresamente que el acuerdo de iniciación de _____________ sea motivado.

			2. Tratándose de procedimientos iniciados _______________, el procedimiento se entiende iniciado a todos los efectos desde la fecha de presentación de la instancia.

			3. En cuanto al plazo máximo para resolver y notificar, este es el fijado por la normativa reguladora del correspondiente procedimiento, pero se establece un techo máximo _________________.

			4. Los procedimientos tributarios y las normas especiales establecidas en la propia LGT, arts. ___________ y ss. y la normativa reglamentaria dictada en su desarrollo.

			ACTIVIDAD 3. INDIQUE SI SON VERDADERAS O FALSAS LAS SIGUIENTES AFIRMACIONES

			1. La aplicación de los tributos se desarrolla a través de las actuaciones y procedimientos de gestión, inspección y recaudación.

			2. La Ley recoge solo la iniciación de oficio de los procedimientos, especificando que esta puede realizarse mediante autoliquidación, declaración, comunicación, solicitud o cualquier otro medio previsto en la normativa tributaria.

			ACTIVIDAD 4. INDIQUE LAS DEFINICIONES QUE MÁS SE AJUSTEN A LA DEFINICIÓN EN CADA CASO

			1. Continúa al margen de la dinámica de resolver y notificar en plazo, dado que sus actuaciones pueden extenderse hasta el plazo de prescripción del derecho al cobro.

			a)La asistencia mutua.

			b)La caducidad.

			c)El procedimiento de apremio.

			d)El silencio administrativo.

			2. Es una técnica que opera en la actuación de las mismas como un mecanismo que permite, en caso de inactividad por falta de resolución en procedimientos administrativos, imputar a la Administración de que se trate un acto administrativo presunto.

			a)La asistencia mutua.

			b)La caducidad.

			c)El procedimiento de apremio.

			d)El silencio administrativo.

			3. Es una forma de terminación anticipada del procedimiento a causa de su paralización, que tanto puede ser imputable a la Administración como a los interesados.

			a)La asistencia mutua.

			b)La caducidad.

			c)El procedimiento de apremio.

			d)El silencio administrativo.

			4. Aunque tradicionalmente no se venían considerando de esta manera, actualmente por definición expresa en la LGT se considera aplicación de los tributos el ejercicio de las actividades administrativas y de las actuaciones de los obligados.

			a)La asistencia mutua.

			b)La caducidad.

			c)El procedimiento de apremio.

			d)El silencio administrativo.

			ACTIVIDAD 5. INDIQUE, EN CADA CASO, EL DÍA EN EL PRESCRIBIRÍA LA FACULTAD/DERECHO DE LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA

			1. El contribuyente no presentó la autoliquidación de IVA del primer trimestre del año 2XX1.

			2. El obligado tributario no presentó la autoliquidación del IRPF del ejercicio 2XX0.

			ACTIVIDAD 6. LEA LAS SIGUIENTES SENTENCIAS

			—Roj: STSJ CV 4695/2019–ECLI: ES:TSJCV:2019:4695

			—Roj: STSJ CV 4667/2019–ECLI: ES:TSJCV:2019:4667

			—Roj: STSJ M 10563/2019–ECLI: ES:TSJM:2019:10563

			—Roj: STS 3480/2019–ECLI: ES:TS:2019:3480

			5. CASO PRÁCTICO

			Carmen recibe, el 1 de abril de 2020, una notificación en la que le comunican el acuerdo de inicio de un procedimiento de comprobación limitada referido al IRPF de 2015. El 20 de noviembre de 2020, la Administración tributaria le notifica la liquidación provisional que pone fin al procedimiento (resolución) y con arreglo a la cual, la interesada debe abonar 20.100 euros.

			Nota: Carmen presentó incorrectamente la autoliquidación del IRPF de 2015, en el plazo reglamentariamente previsto para ello que abarcó desde el 1 de abril hasta el 30 de junio de 2016.

			¿Está obligada Carmen a efectuar el ingreso? Razone su respuesta e indique, en su caso, si el procedimiento caducó o prescribió y en qué fechas.

			6. TIPO TEST

			1. La diligencia permite:

			a)Notificar al obligado tributario cualquier circunstancia que afecte al procedimiento de inspección.

			b)Recoger los resultados de sus actuaciones de comprobación e investigación proponiendo la regularización que estime procedente.

			c)Reflejar el parecer de la Inspección sobre ciertos hechos o su calificación a efectos tributarios.

			d)Hacen constar los hechos y las manifestaciones del obligado tributario.

			2. En cuanto a la instrucción de los procedimientos tributarios:

			a)La Administración tributaria está obligada a impulsarlo de oficio.

			b)La Administración tributaria debe desarrollar de oficio o a petición del interesado los actos de instrucción adecuados para la determinación, conocimiento y comprobación de los datos en virtud de los que deba pronunciarse la resolución.

			c)La Administración tributaria dispone de libertad para determinar los actos de instrucción adecuados en cada caso.

			d)Todas las anteriores son correctas.

			3. Los procedimientos iniciados de oficio son:

			a)Los procedimientos de verificación de datos, comprobación limitada, comprobación de valores, inspección y recaudación.

			b)Solo el procedimiento de recaudación.

			c)Solo el procedimiento de inicio de devolución de ingresos indebidos.

			d)Los procedimientos de comprobación limitada y comprobación de valores.

			4. La caducidad tributaria:

			a)No produce la desaparición de los efectos interruptivos de los actos sobre los plazos de prescripción.

			b)No produce el fin del devengo de los intereses de demora por incumplimiento de plazos por parte de la Administración.

			c)Produce el archivo de las actuaciones sin ulterior trámite.

			d)Es una forma de terminación de los procedimientos tributarios que tiene lugar cuando el cómputo de duración de los procedimientos supera los 26 meses.

			5. La prescripción tributaria:

			a)Es la extinción de un derecho/facultad por el transcurso del tiempo.

			b)Es la extinción del procedimiento tributario.

			c)Es la finalización de las actividades de comprobación.

			d)Consiste en la terminación de las actividades de inspección en el momento.

			7. SOLUCIONES

			ACTIVIDADES

			Actividad 1

			1. b)

			2. d)

			3. a)

			4. b)

			5. a)

			Actividad 2

			1. oficio.

			2. a instancia de parte.

			3. de seis meses.

			4. 83.

			Actividad 3

			1. Verdadero.

			2. Falso.

			Actividad 4

			1. c)

			2. d)

			3. b)

			4. a)

			Actividad 5

			1. El 21 de abril de 2XX5.

			2. El 1 de julio de 2XX5.

			TIPO TEST

			1. d)

			2. d)

			3. a)

			4. c)

			5. a)

		

	
		
			LECCIÓN II

			LOS PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS: CUESTIONES COMUNES DE CARÁCTER APLICADO

			En este tema vamos a profundizar en algunos de los aspectos claves y comunes en el desarrollo de los procedimientos tributarios que no han sido estudiados en la lección anterior. En concreto, analizaremos la motivación de los actos durante la aplicación de los tributos, la prueba y sus efectos. También incidiremos, por su importancia para el desarrollo práctico de los procedimientos, en el régimen jurídico de las notificaciones en materia tributaria y el domicilio fiscal.

			1. LA MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS DE APLICACIÓN DE LOS TRIBUTOS

			Como examinamos durante el estudio de la estructura general de los procedimientos tributarios, tanto en su inicio, desarrollo y terminación tienen lugar distintos actos de carácter Administrativos que inician, impulsan o finalizan los procedimientos. Según el artículo 103.3 de la LGT, la Administración tributaria en aplicación de los tributos, debe fundamentar:

			1) Los actos de liquidación.

			2) Los actos que impongan una obligación.

			3) La respuesta al ejercicio de los derechos en el marco de los procedimientos.

			4) Los actos que se basen en una comprobación de valores.

			5) Los que denieguen un beneficio fiscal.

			6) Aquellos que supongan la suspensión de la ejecución de actos de aplicación de los obligados tributarios.

			7) Todos aquellos otros previstos en la normativa tributaria.

			Es preciso destacar que el artículo 35 de la LPAC establece la exigencia de motivación de los actos administrativos. Es decir, habrá que estar en primer lugar a la normativa tributaria y, de manera supletoria, como ya indicamos en la lección anterior, deberá examinarse si es aplicable alguno de los supuestos indicados en la LPAC.

			La exigencia de motivación es una garantía de los obligados tributarios. La motivación asegura la legitimidad de los actos de aplicación de los tributos y permite que sean impugnados los actos ante la falta de motivación que afecta directamente a la legitimidad del acto. Además, la motivación se proyecta de manera dinámica sobre todo el procedimiento, ya que es esencial para que se produzca el control contencioso de los actos llevados a cabo por la Administración tributaria.

			La función de la motivación no se limita a su vinculación con el derecho a la defensa de los interesados. En la actualidad se entiende que los defectos de motivación no pueden entenderse subsanados en aquellos supuestos en que, pese a su ausencia o deficiencia, el recurrente lleve a cabo su defensa.

			La motivación cumple una función que justifica la legitimidad y racionalidad del órgano actuante de la Administración tributaria, de forma que no puede considerarse la motivación como un mero elemento formal del acto administrativo del que puede prescindirse. La Administración tributaria está vinculada jurídicamente a las razones a través de las cuales fundamenta sus actos.

			En cuanto al contenido sobre la garantía de motivar los actos, la Ley solo establece la obligación de referirse «sucintamente a los hechos y fundamentos de derecho» (art. 103.3 de la LGT).

			Ahora bien, es necesario destacar que este carácter sucinto no quiere decir que la Administración tributaria pueda emplear motivaciones genéricas, abstractas o indeterminadas.

			De la motivación debe deducirse el proceso lógico y la fundamentación jurídica que ha permitido adoptar la resolución administrativa, que debe indicar la postura mantenida por la Administración tributaria.

			La objetivación absoluta del esfuerzo que debe llevar a cabo la Administración para fundamentar el acto no es posible, porque depende de las circunstancias del procedimiento, el contenido de la decisión y la estructura de la norma que habilita a la Administración tributaria. Es preciso analizar este esfuerzo caso por caso.

			Ahora bien, parece lógico que se exija a la Administración tributaria una motivación más detallista cuando tenga una mayor libertad de apreciación a la hora de adoptar una resolución. En cambio, la motivación del acto podrá ser menos detallada cuando existan precedentes administrativos.

			Este criterio de razonabilidad exige como mínimo, que la motivación debe permitir el conocimiento pleno de los interesados y la posterior defensa de sus intereses. En cuanto a la motivación per se, como acabamos de comentar, bastaría con que se diera una exposición de los hechos y fundamentos jurídicos que amparan la resolución. Además, como es lógico, estos deben guardar una relación de causalidad (deben estar conectados).

			En cuanto al incumplimiento de la obligación de motivar, se producirá en dos supuestos: (i) inexistencia total de motivación; y (ii) los casos en los que la motivación no sea suficiente.

			Los efectos que se derivan en ambos casos son idénticos y tienen a nuestro juicio una relevancia clave en los actos cuya motivación resulta obligatoria, puesto que, si es potestativa la motivación del acto administrativo, su ausencia (o insuficiencia) es irrelevante para la validez del acto que desarrolla el órgano competente de la Administración tributaria.

			La motivación ha sido tradicionalmente considerada como un elemento formal de los actos administrativos, por lo que el acto que adoleciera de este vicio estaría incurso en causa de anulabilidad invalidante condicionada a que se hubiera causado indefensión, pues en otro caso sería una mera irregularidad no invalidante.

			En la actualidad, un sector doctrinal importante defiende que la transgresión de los principios constitucionales puede constituir, dada su eficacia inmediata y directa, causa de nulidad radical del acto o resolución que los infringe.

			La LPAC considera nulos de pleno derecho los actos administrativos que lesionen el contenido esencial de los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional [art. 47.1.a) de la LPAC]. De este modo puede defenderse que la falta o insuficiencia de motivación de determinados actos conlleva su nulidad radical: (i) los que resuelvan un recurso; (ii) los que se separen del criterio mantenido en actuaciones precedentes; (iii) los discrecionales; y (iv) los sancionadores.

			En todos estos supuestos, la ausencia de justificación provoca la infracción de alguno de los principios constitucionales o la quiebra de los derechos fundamentales susceptibles de amparo o incluso ambas cosas.

			Fuera de estos supuestos la solución no es tan sencilla, la nulidad radical solo puede declarase cuando el acto administrativo lesione el contenido esencial de dichos derechos, lo cual debe determinarse caso por caso.

			En caso contrario, la ausencia o defecto de motivación supone la anulación de la resolución, por haberse incurrido en infracción grave del ordenamiento jurídico (art. 48.1 de la LPAC).

			2. LA PRUEBA EN LOS PROCEDIMIENTOS DE APLICACIÓN DE LOS TRIBUTOS

			Junto a la motivación, otro aspecto clave en el marco de los procedimientos tributarios que posteriormente tendrá relevancia en la vía de los recursos es la prueba (art. 105 de la LGT).

			Ahora bien, ¿qué es una prueba en el procedimiento tributario? La prueba son las cuestiones de hecho y de derecho que conforman presupuestos fácticos o jurídicos de la pretensión (de la Administración tributaria o del obligado tributario).

			Corresponde a la Administración tributaria probar la realización:

			a)Del hecho imponible y demás presupuestos de hecho de las obligaciones tributarias.

			b)La medida o dimensión de la magnitud que se adopte como base imponible o elementos de cuantificación de las deudas tributarias.

			c)Las circunstancias determinantes de la atribución del hecho imponible y otros presupuestos de hecho al obligado tributario.

			Corresponde al obligado tributario probar:

			a)Los hechos se invoquen como impeditivos del nacimiento de la obligación tributaria.

			b)Los causantes de su extinción.

			c)Los requisitos constitutivos de una exención o beneficio fiscal.

			Debe tenerse en cuenta que, en los procedimientos de aplicación de los tributos, el cumplimiento por parte de los obligados tributarios constituye una actividad de aportación de pruebas que determina, a su vez, la actividad de comprobación de la Administración.

			Por otra parte, el incumplimiento por parte del obligado no exime a la Administración del poder-deber de investigar la realidad. La carga de la prueba ha de concebirse en términos de normalidad probatoria. Es decir, la Administración no puede realizar exigencias desproporcionadas.

			El obligado tributario debe proporcionar los datos que constituyen en definitiva medios de prueba de los presupuestos de hecho, cuya realización declara (por ejemplo, con la presentación de una declaración informativa o la propia autoliquidación del IRPF). En consecuencia, está en situación de aportar los medios probatorios (por ejemplo, la prueba de los ingresos declarados mediante la aportación de las facturas emitidas que prueban los ingresos percibidos como consecuencia de la prestación de servicios).

			La presunción de legalidad del acto administrativo exige al obligado tributario probar su pretensión para que no se produzca un acto consentido. Ahora bien, como indicábamos anteriormente no puede exigirse una prueba diabólica (desproporcionada y de imposible cumplimiento), sino que hay que acudir a criterios de razonabilidad, normalidad y facilidad establecidos por la normativa y la interpretación de la jurisprudencia.

			En cuanto a los medios y valoración de las pruebas la LGT (art. 106.1) remite a las normas al Código Civil y la LEC, salvo disposición específica. Debe entenderse que la remisión a la LEC es realizada en sentido amplio.

			En el Código Civil la regulación de los medios de prueba solo hace referencia a los documentos públicos y privados (CC, Capítulo V, del Título I, del Libro IV), debiéndose remitir a la norma procesal civil para acceder a la regulación de los restantes medios de prueba.

			En consecuencia, los medios probatorios trasladables al ámbito de los procedimientos de aplicación de los tributos son entre otros: (i) el interrogatorio de las partes; (ii) los documentos públicos; (iii) los documentos privados; (iv) el dictamen de peritos; reconocimiento judicial; (v) el interrogatorio de testigos, etc.

			Las pruebas o informaciones suministradas por otros Estados o entidades internacionales o supranacionales en el marco de la asistencia mutua también pueden incorporarse como prueba al procedimiento que corresponda (art. 106.2 de la LGT).

			La LGT también recoge la distinción entre presunciones legales que admiten prueba en contrario (iuris tantum) y presunciones que no la admiten (iuris et de iure), que encuentran su desarrollo tanto en la propia LGT como en las normas especiales de cada tributo.

			La prohibición de la destrucción de la presunción probatoria, mediante la aportación de prueba en contrario, requiere una norma con rango de ley, pero en cuanto al establecimiento de las presunciones iuris tantum la actual norma rebaja la exigencia de rango legal, ya que alude a las presunciones establecidas por las normas tributarias.

			En concordancia con ello se recoge la reserva de ley para la configuración de presunciones iuris et de iure [art. 8.a) de la LGT]; a sensu contrario pueden encontrarse presunciones iuris tantum establecidas en normas de rango reglamentario.

			3. NOTIFICACIONES EN MATERIA TRIBUTARIA

			La comunicación entre la Administración tributaria y los ciudadanos es un elemento esencial en el marco de los procedimientos tributarios.

			La notificación es una condición para la eficacia de las resoluciones y actos administrativos que afectan a los derechos e intereses de los obligados tributarios en el procedimiento. En cuanto a sus características, son las que siguen:

			a)Es un acto administrativo unilateral. Se lleva a cabo por una Administración tributaria.

			b)Tiene un carácter instrumental respecto del acto que pretende comunicar. La notificación está dirigida a que las personas conozcan un acto (anterior) de la Administración tributaria.

			c)La notificación opera como condición jurídica para la eficacia del acto. La validez supone la concurrencia en el acto de todos los elementos que deben integrarlo, mientras que la eficacia hace referencia a la producción de efectos.

			En consecuencia, los plazos de impugnación del acto o del ingreso de la obligación material, se computan a partir de la notificación (a día siguiente de la misma). En el resto de los casos, desde que se tenga constancia de que el interesado conoce el acto de forma adecuada. Esta cuestión es trascendental en el cómputo de los procedimientos tributarios. Ya que, si no se da ninguna de las dos hipótesis, no comienzan a correr los plazos, evitándose además que el acto gane firmeza, pues no ha comenzado su eficacia.

			d)La notificación opera como una garantía para los administrados. De ahí que se conciba como un acto formal. El cumplimiento de los requisitos de contenido y forma debe ser riguroso.

			e)La interrupción de los distintos plazos de prescripción se condiciona al conocimiento formal del obligado tributario de la notificación.

			f)La LGT mantiene el dies ad quem de tales plazos se data en la fecha de notificación de las resoluciones (art. 104.2 de la LGT).

			En cuanto al lugar en el que debe practicarse la notificación, la normativa distingue si el procedimiento se ha iniciado a solicitud del interesado o si se ha iniciado de oficio (arts. 110 de la LGT, y 41.3 y 4 de la LPAC):

			a)Procedimientos iniciados a solicitud del interesado: en ellos la notificación se practica en el lugar señalado a tal efecto por el obligado tributario o su representante o, en su defecto, en el domicilio fiscal de uno u otro.

			b)Procedimientos iniciados de oficio: la notificación puede practicarse en el domicilio fiscal del obligado tributario o su representante, en el centro de trabajo, en el lugar donde se desarrolle la actividad económica o en cualquier otro lugar adecuado a tal fin.

			En cuanto a las personas legitimadas para recibir la notificación, la regla general del régimen común es que cuando se trate de actos administrativos que afecten a situaciones jurídicas plurales, compartidas por varios cotitulares, la notificación ha de efectuarse con cada partícipe, salvo que sea posible la comunicación a un representante designado en común.

			En estos supuestos la notificación surte efectos respecto de cada uno de los receptores desde el momento en que la recibe o se intenta en regla, sin que la comunicación al último de los destinatarios sea requisito de eficacia de las notificaciones cursadas a los demás. La ausencia de notificación, o la notificación defectuosa a una de ellas no puede invocarse como defecto por las otras, que han sido correctamente notificadas.
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